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PRESENTACIÓN

Este libro es el producto de una reflexión colectiva sobre el fenómeno migratorio y su impacto en la configuración del imaginario nacional mexicano. Los autores forman parte del Seminario “Prácticas de inclusión-exclusión en la configuración de imaginarios nacionales”, adscrito a la Facultad de Estudios Superiores Acatlán, en el que desde hace una década se ha trabajado, en una investigación multidisciplinaria, sobre la configuración de los imaginarios nacionales. Se han publicado ya tres volúmenes que recogen las reflexiones de este grupo de estudio: La configuración de la nación mexicana: Un proyecto de inclusión – exclusión (2013); Los Intelectuales y la Configuración de los Imaginarios Mexicanos (2015) y La nación y lo mexicano: Conceptos, actores y prácticas (2019). Asimismo, como parte de los trabajos del seminario se llevó a cabo el coloquio “Reconfiguración de los imaginarios mexicanos ante la crisis migratoria actual”, en las instalaciones de la FES Acatlán, los días 13 y 14 de noviembre del 2019; los artículos que aquí se presentan son el resultado de los diálogos que en él se compartieron.

Este cuarto volumen está dividido en tres secciones temáticas. En la primera, Consideraciones teóricas, se presentan distintas reflexiones sobre los marcos conceptuales que permiten una mejor comprensión del fenómeno migratorio. En el primer artículo, titulado “¿Quién tiene derecho a la nación? (In)justicia espacial, imaginarios y migrantes en busca de refugio”, Luis Manuel Cuevas Quintero y Liliana López Levi hacen un recuento de la confrontación que el giro migratorio actual supone para la lógica de los imaginarios nacionales y de la desestabilización de la imagen de un territorio, cuya estructura nacionalista consensuada esconde la apelación a la xenofobia, el racismo, la exclusión económica y el derecho de habitar. Los autores sostienen que esta tensión se configura a partir de la oposición entre los mexicanos y los migrantes en busca de refugio, cuyos desplazamientos derivan de los procesos de atracción y expulsión de los lugares y son, asimismo, un reflejo del desarrollo geográfico desigual y de la asimetría de poderes. La pregunta rectora de su ensayo, que surge de estas consideraciones, tiene que ver con quién tiene derecho a la nación y también con pensar, a partir de esta cuestión, las implicaciones en términos de los derechos territoriales y la (in)justicia espacial en los marcos de una nueva crisis migratoria.

El segundo artículo de esta sección se titula “México receptor: imaginarios reconfigurados del territorio nacional”. En él, María Elena Figueroa Díaz aborda el paso del imaginario histórico de México como expulsor de migrantes hacia Estados Unidos, al del imaginario de México como receptor de migrantes centroamericanos. La autora contrapone al México que, como país receptor, es capaz de albergar y generar opciones de vida para los migrantes con aquel que los detiene y expulsa mediante deportaciones, y que les niega la entrada por someterse a los designios del país del norte. La reflexión expuesta aquí sobre este nuevo imaginario parte del discurso expresado en el Plan Nacional de Desarrollo, de los discursos del presidente actual y de las medidas tomadas en cuestiones migratorias a partir de las presiones ejercidas por el gobierno estadounidense.

El tercer artículo de esta sección, “El “pueblo mexicano” y sus excluidos”, tiene como objetivo indagar en las narrativas que dan forma al proyecto de “pueblo mexicano” en los primeros años de gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador. Para lograr este propósito, Agata Pawlowska señala los cuatro grupos principales que quedan excluidos de dicho proyecto y con ello demarca, de manera negativa, su posible campo de significado en la política mexicana actual. La tesis central de esta reflexión es que el gobierno desarrolla como proyecto político una noción de “pueblo” específica, la cual se caracteriza por incluir en ella al colectivo que apoya al programa político gubernamental y, al mismo tiempo, por excluir de ella a quienes critican o se resisten a dicho programa, exclusión que constituye un intento pragmático de deslegitimar a quienes se oponen al gobierno y representa una negación de la fuerza subversiva del pueblo para rebelarse en contra de cualquier poder.

Esta primera sección termina con el artículo de Víctor Eduardo Sánchez Luque, titulado “El nomos de la frontera dentro del imaginario migrante-criminal”. En él se habla de la relación, en el imaginario, entre la figura del migrante y la del criminal. El autor sostiene que la identificación de los migrantes con criminales se debe al hecho de asumir que los migrantes poseen una esencia o naturaleza —la criminal— propia e inherente. Para que esta idea se afiance en el imaginario se requieren, según el autor, dos elementos que funcionan como construcción del marco de producción del sujeto: el nomos y la fronterización.

En la segunda sección de esta obra, titulada La migración en el imaginario nacional, se aborda la relación entre imaginarios y prácticas en lo relativo a los asuntos migratorios: la definición de los migrantes, el concepto de nación y el de ciudadanía. El primero de los trabajos comprendidos en ella se titula “Las migraciones intranacionales de las comunidades indígenas a las ciudades: el caso de la comunidad nahua de Cuentepec, Morelos. Reflexiones sobre los efectos del racismo mexicano en las identidades indígenas”. En él, Ma. del Carmen Orihuela Gallardo y Roberto I. Rodríguez Soriano se enfocan en la migración indígena intranacional, diferenciándola de la internacional. Los autores consideran que ésta es en su mayoría pendular y que es realizada —en el caso específico de la población nahua de Cuentepec— por el 40% de la población. Además, sostienen que en las dos últimas décadas las mujeres han intensificado la migración de ida y vuelta, generando nuevos factores sociales que muestran rasgos de discriminación y racismo fortalecidos en los siglos XIX y XX. La identidad étnica ha sido impactada por las diferentes actividades que realizan las mujeres que migran a las ciudades: trabajo doméstico, comercial, educativo y profesional; debido a ello, es apremiante discutir, según los autores, sobre la “autodefinición identitaria” de la población indígena, pues se encuentra en un proceso de transición.

El segundo artículo incluido en esta sección es el de Mauricio Pilatowsky Braverman y se titula “La orientación ‘moral’ de la política migratoria mexicana; la resurrección de la Cartilla moral de Alfonso Reyes”; en él, el autor esboza algunas consideraciones sobre la crisis migratoria actual y su relación con la configuración de los imaginarios mexicanos que se inscriben en la reflexión colectiva del seminario. Se ofrece aquí una revisión de la Cartilla moral que el pensador mexicano Alfonso Reyes escribió en 1944. Al ser éste un documento frecuentemente mencionado por el presidente Andrés Manuel López Obrador —quien siempre ha sostenido que las políticas públicas, entre ellas las relativas a los aspectos migratorios, deben estar regidas por criterios morales— el autor se propone encontrar en él claves que permitan determinar cuáles son los principios éticos que rigen las políticas del actual gobierno.

La tercera y última contribución de esta segunda sección es de José Agustín Sánchez Valdez y se titula “Camino cerrado: soberanía nacional y crisis migratoria en la llamada ‘cuarta transformación de la República Mexicana’”. Aquí, el autor propone una lectura crítica del concepto de “soberanía nacional” a partir de la revisión de algunos de los presupuestos ideológicos de la política migratoria mexicana, la cual fue diseñada para atender la emergencia del fenómeno migratorio conocido últimamente como “caravanas migrantes”. Además, se pretende llegar a dicha lectura crítica mediante el contraste de tales presupuestos con algunas de las acciones del gobierno encaminadas a gestionar el flujo migratorio.

En el tercer y último apartado de este volumen, titulado Imaginarios raciales y desplazamientos fronterizos, se presentan varias reflexiones en torno a la forma en la que los imaginarios “de raza”, lengua y espacios territoriales se reconfiguran a partir de los flujos migratorios actuales. En el primer artículo de esta sección, “Migraciones en imagen, imaginarios y fotografía. Un acercamiento conceptual a la cobertura mediática de las caravanas migrantes”, Berenice Amador Saavedra busca señalar la pertinencia de una revisión, quizá nunca exhaustiva, de los elementos imaginarios identitarios que permiten comprender el “rejuego” que las notas periodísticas presentan entre los “hechos”, las interpretaciones y los temas de política pública y política exterior entre los países involucrados en lo acontecido en las “caravanas migrantes” de finales de 2018. La autora busca explorar la posibilidad de identificar estos elementos para poder recuperar la construcción de los relatos desde las imágenes que los acompañan en los mass media y les dan soporte o, en muchas ocasiones, incluso los constituyen.

El siguiente artículo de esta sección se titula “El gobierno de Trump y los procesos de racismo como política migratoria”. El texto se inscribe en el contexto de las recientes acciones y discursos antiinmigrantes del gobierno estadounidense en los últimos años (2017-2020). En él, mediante la revisión de diversos estudios y a través de la documentación en medios de comunicación sobre la migración mexicana indocumentada hacia y en el vecino país del norte, Guillermo Castillo Ramírez aborda los procesos de racismo oficiales, por parte del gobierno estadounidense, hacia los mexicanos indocumentados, los cuales, según el autor, son uno de los ejes de la política migratoria del actual presidente de Estados Unidos.

En el tercer artículo: “‘Se habla español’. Lengua, migración y racismo en la Unión Americana de Trump” Luis Felipe Estrada Carreón explora las posibles causas de las agresiones recientes en Estados Unidos contra hablantes hispanos. El autor sostiene que, pese a que tales hechos se atribuyen a la actitud negativa del presidente Donald Trump hacia la migración latinoamericana, están fundamentados, sobre todo, en el papel que en el imaginario estadounidense desempeñan la lengua inglesa y española; el inglés tiene una gran importancia en la identidad estadounidense, por lo que resulta intolerable para algunos ciudadanos de la Unión Americana el empleo del idioma español en los espacios públicos, independientemente del estatus migratorio de los hispanohablantes.

El cuarto artículo de esta sección tiene como título “El racismo ‘interior’ en México y su impacto en la percepción de los migrantes centroamericanos”. Claudia Larios Padilla aborda en él el tema del rechazo a los migrantes centroamericanos. En el texto se argumenta que dicho rechazo no tiene tanto que ver con que sean extranjeros, sino que, más bien, se centra en su apariencia indígena y el hecho de que se les asocia con la casta de los “indios” de la época colonial. Los centroamericanos no son, según la autora, percibidos como “otros”, no son personas que atemoricen por ser extrañas o ajenas a la cultura mexicana; más bien, están englobados en el imaginario nacional y es por eso que se les rechaza, pues en éste son los “indios” —o quienes descienden de ellos”— los que son “malos” e “inferiores”, y a los centroamericanos, por su apariencia física, se les relaciona con ellos.

En el último artículo de este apartado, “Personas en tránsito y xenofobia: derivas contemporáneas del clasismo estilo whitexican”, Ana Laura Soto Hernández parte del análisis del recurso de lo cómico asociado a la vehiculización de memes e imágenes diversas en las redes sociales para dar cuenta de la xenofobia y el clasismo presumible en una parte considerable de la población mexicana que mal disimula los discursos de odio y agresión ante los fenómenos migratorios. La autora se refiere específicamente al éxodo centroamericano contemporáneo que, a su paso por México, ha dejado patente el “racismo identitario-civilizatorio” de una sociedad colonial.

Como puede verse, los artículos contenidos en este volumen dan cuenta de la diversidad de reflexiones que suscita el tema de la migración y que han sido compartidas por los participantes del seminario. Al igual que los volúmenes anteriores, este nuevo libro pretende ofrecer al lector una visión de los imaginarios nacionales mexicanos y cómo éstos impactan en las prácticas de inclusión y exclusión; en el caso particular de este volumen, como se dijo al inicio, el fenómeno migratorio es el tema sobre el que se reflexiona acerca de esas prácticas. Los autores coinciden, como se puede apreciar en sus textos, en que la inclusión o exclusión que se dan hoy en día frente a situaciones nuevas —como lo es la caravana migrante, por ejemplo— siguen enraizadas en intereses nacionales entendidos desde sus imaginarios, los cuales prevalecen y, muchas veces, se perciben como más importantes que los derechos humanos básicos.
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¿Quién tiene derecho a la nación? 
(In) justicia espacial, imaginarios 
y migrantes en busca de refugio

Luis Manuel Cuevas Quintero

Liliana López Levi




In a world made up of nations, there is no more 
powerful way to fight prejudice, intolerance and 
injustice than by a devotion to citizenship 
and equal rights under a nation of laws.

Jill Lepore, “Don’t Let Nationalists 
Speak for the Nation”, 2019




Introducción

En la actualidad, la migración confronta dos lógicas: la de las personas y la de los Estados-nación. La situación de las personas demanda ser considerada en términos de derechos humanos. El derecho a migrar es la punta de lanza, pero a éste se vinculan otros derechos reconocidos internacionalmente, como el derecho al refugio o al asilo.1 Por otro lado está la perspectiva de los Estados-nación, que buscan controlar los flujos de población y sus repercusiones en el ámbito demográfico, económico, político, cultural e incluso ambiental de sus países.

El análisis de la movilidad (expulsión/recepción) de individuos o grupos migratorios y de las tensiones territoriales que derivan de la oposición descrita en el párrafo anterior, puede plantearse, describirse y caracterizarse mediante dinámicas de movilidad-apropiación-desplazamiento-despojo-reasentamiento que inciden y transforman los imaginarios nacionales. Desde el punto de vista teórico aquí se recupera la perspectiva espacial y los conceptos de (in) justicia espacial y el espacio liminar, que plantean Edward Soja y Angelo Turco,2 respectivamente.

Con base en los conflictos, los procesos de integración/exclusión y las transformaciones territoriales que implica la migración, el presente capítulo cuestiona ¿quién tiene derecho a la nación? Para responder a esta pregunta se utilizarán críticamente dos modelos: el nacionalista y el intercultural/multicultural.





a) El modelo nacionalista se fundamenta en la invención de una tradición histórica, normada a partir de un marco legal. En el contexto del sistema económico actual este modelo permite la libre circulación a las grandes empresas y a los flujos financieros, pero limita y controla el desplazamiento territorial de los humanos. En el caso de los migrantes, la movilidad está condicionada a una visa humanitaria, a una residencia temporal o a su confinamiento en estaciones migratorias, albergues, casas de migrantes o campos de refugiados.





b) El modelo intercultural o multicultural.3 Si bien estos dos conceptos no son sinónimos, quedan unidos en tanto que rompen el imaginario de la nación como espacio homogéneo. A grandes rasgos, el multiculturalismo supone la presencia de varias identidades que conviven entre sí, en el marco de un sistema de principios y valores de la sociedad receptora;4 mientras que el interculturalismo conlleva una integración plena de esta diversidad como parte de un sujeto nacional.





El multiculturalismo se manifiesta de varias formas. Puede ser un grupo social diversificado y plural de culturas sujetas a derechos, o bien un conglomerado de enclaves o ghettos, que podrían estar caracterizados por el aislamiento, incluso enfrentados con un núcleo homogéneo de cultura dominante, que se arroga el derecho de la nación y, por tanto, a discriminar o excluir.5

El multiculturalismo, como apuesta política, favorece el reconocimiento de la diversidad cultural múltiple, no solo la étnica, sino de géneros o religiones. Paul Claval6 considera que el problema o situación multicultural surgió en respuesta a un patrón de movilidades culturales que interpela responsabilidades y concepciones del derecho, los diálogos y la ampliación de la democracia.

Por su parte, la interculturalidad reconoce la presencia de identidades múltiples y se contrapone, según Hasanaj, a la construcción de una imagen esencialista y estática de los espacios territoriales y socioculturales. Este modelo se centra en las dinámicas entre actores y en la mutabilidad e intercambio cultural. Reconoce la diversidad; no asume esencialismos ni la atomización o auto segregación, en tanto que afectan las mejoras individuales y comunitarias y suponen un aislamiento de otros derechos de tipo subjetivo que reconoce la democracia.7 Hasanaj considera a la interculturalidad como una tarea orientada a crear espacios compartidos que reduzcan “los prejuicios y el miedo en algunas de las áreas importantes de la vida social, como en el lugar de trabajo, en el contexto de los intercambios interpersonales, a nivel local y en el marco institucional.8 El centro del modelo intercultural está en la apertura dialógica que implica respetos mutuos y solidaridad, tanto en los marcos institucionales como en las dinámicas socio territoriales. Se asume una autonomía de los individuos, una conciencia de la diversidad y la posibilidad de habitar territorios que, en el caso de los migrantes y refugiados, no son los de origen.

En el marco de los modelos mencionados, se plantea recuperar las tradiciones de orden libertario como el liberalismo,9 y sobre todo las ideas anarquistas, para revisar y cuestionar los discursos del nacionalismo con relación a la diversidad cultural.

La perspectiva anarquista considera al individuo y a la comunidad como sujetos principales de derecho, ante un Estado o Estado Nación que limita los espacios libres. Sin libertad, el mundo, la vida de los sujetos y de la sociedad carece de sentido. Esta perspectiva, fundamentada en el derecho natural y en las ideas libertarias del siglo XIX, permite cuestionar los imaginarios instituidos en la actualidad, porque muestra el conflicto entre los individuos y el Estado en torno a cuestiones como la equidad, la igualdad de derechos y oportunidades, así como en la centralidad de la autonomía y los valores éticos que se desprenden de las relaciones humanas, mismas que se conciben en términos de convivencia y no de un simple agregado de culturas inconexas o de derechos fragmentados.

Al respecto, Uri Gordon10 llama la atención sobre la relación entre el anarquismo y el problema cultural. El anarquismo es una ideología transnacional, contra toda supresión de derechos que menoscaben la integridad humana. Asimismo, supone una visión amplia de los derechos y se opone a un multiculturalismo que no contemple los intercambios culturales. También rechaza el doble discurso de un derecho que se atomiza en la práctica para facilitar la dominación del Estado, y con ello permite reduccionismos solapados de ciertas visiones culturales que dificultan los intercambios y la integración. En otras palabras, esta perspectiva conduce a una crítica del Estado-nación y sus esencialismos; procura la necesidad ética del apoyo mutuo y de redes de solidaridad. Es decir, devuelve al sujeto a la dimensión ontológica y topológica de su existencia, al reconocimiento de su libertad y de allí al ordenamiento jurídico de los derechos cuya finalidad es el bien de cada sujeto y con él, el del bienestar común.11

En los últimos años se ha incrementado el fenómeno migratorio en América. En el contexto de un mundo global interconectado, el muro en la frontera México-Estados Unidos se ha convertido en signatura de la exclusión; una signatura que clausura el territorio en términos biopolíticos y de seguridad nacional. En la frontera sur que separa a México de Guatemala, una frontera permeable, también se levantó un muro invisible para frenar los flujos humanos. Otro tanto sucede en los aeropuertos, en donde la discrecionalidad de los funcionarios determina el freno o la aceptación del migrante.

En la historia reciente de los migrantes que llegan o pasan por territorio mexicano, destaca la aparición de los llamados viacrucis migrantes y caravanas migrantes, que plantearon desafíos a las gestiones presidenciales entre 2010 y 2020.12 En el historial de solicitantes de refugio de 2013 a marzo de 2020 hay un registro de 143,713 solicitudes. Entre éstas, el índice más alto de aprobación (98 a 100%) lo obtienen los venezolanos, lo que conecta a México con la crisis en ese país.13

El fenómeno migratorio ha generado contradicciones entre un discurso interno de apoyo al migrante y las presiones económicas de Estados Unidos (sobre todo en materia de aranceles a exportaciones de México). Las intenciones por frenar el flujo de las caravanas del sur, antes de llegar a territorio estadounidense, comprometieron al Estado mexicano y lo obligaron a replantear algunos objetivos de seguridad territorial de la política de Estado y las acciones de la Guardia Nacional con respecto a la migración, como lo fue el definir planes para la permanencia de esos migrantes.14 No obstante, la paradoja se hizo presente entre los valores de la comunidad política que anunciaba, en una visión interescalar, el quiebre de los controles fronterizos y con ello la apertura a la libre circulación y la relatividad o clausura de esa liberación espacial. Con ello, las fronteras se transforman en una franja caliente con travesías de riesgo, que amenazan la vida de los migrantes y refugiados o se materializan en el freno ante muros concretos y reales.

En tal contexto, la pregunta por el derecho a migrar implica la revisión del supuesto del derecho a la nación. Es un problema de relaciones territoriales con sujetos diversos que integran el proceso migratorio, entre ellos, el refugiado y el asilado político, con sus derechos específicos de protección, bajo los cuales pende el espectro fantasmático y psicogeográfico de la nación y de la pertenencia a un lugar.

Transformadas por las fuerzas de atracción y expulsión de los lugares, las dinámicas transfronterizas modifican los procesos territoriales y replantean los contextos de soberanía nacional. La búsqueda de mejores oportunidades y de ser acogido o protegido como residente, exiliado, asilado o refugiado y la respuesta, tanto ciudadana como institucional, dan cuenta de tensiones territoriales configuradas a partir de los procesos de asimilación y rechazo.

Con base en lo anterior, el presente capítulo reflexiona en torno a ¿quién tiene derecho a la nación, al tránsito, a la asimilación o al reconocimiento dentro de un territorio?, ¿cuáles son las implicaciones territoriales del nacionalismo en el actual contexto?, ¿qué tensiones territoriales materiales y no materiales se producen en el contacto de los migrantes, refugiados o asilados con los países receptores? Estas preguntas conducen a una revisión de los imaginarios nacionales y los procesos de apropiación/desplazamiento/despojo y resignificación territorial ante la llegada y recepción de migrantes que buscan condición de refugiado en México. Sin perder la escala global, para 2018 aproximadamente 30 millones de personas estaban en calidad de refugiados.15

Desde el punto de vista teórico, la perspectiva libertaria y espacial que aquí se recupera explica las implicaciones de procesos tales como: el desplazamiento/ocupación territorial, el tránsito/despojo/asimilación/reconocimiento, la justicia/injusticia espacial derivada de la tensión entre las dos lógicas: la intercultural/multicultural y la del paradigma clásico del Estado-nación y su pretensión de homogenización o exclusión. En tal sentido, la triada migrante, refugiado, nación, con las tensiones y relaciones territoriales que produce, autorizan a cuestionar el modelo de nación, lo que no implica, dado los límites de esta investigación, una resolución del problema, sino una apertura a la crítica del paradigma que rige la comunidad imaginada confrontada con el fenómeno migratorio y sus situaciones espaciales.

En tal orden de ideas se atienden tres aspectos que irritan la idea clásica de nación: el giro migratorio actual, el problema de la injusticia espacial y el desarrollo geográfico desigual, para finalmente cuestionar el paradigma de la nación y su imaginario en una aceleración o estancamiento de los flujos y adelantar algunas especulaciones y horizontes de expectativas que permiten visibilizar el fenómeno migratorio y dentro de él, el de los refugiados en un marco de derechos emergentes.





El derecho a la nación


La nación, al igual que los derechos del hombre y el ciudadano, son un producto de la modernidad. Los Estados-nación, como entidades organizadas a partir de un territorio, un gobierno y un pueblo, otorgaban certeza, favorecían la paz, el orden y la seguridad.16 Para ello, el territorio debía estar bien delimitado y controlado; el gobierno debería contar con legitimidad, y el pueblo estar unido bajo ciertos principios e identidad. A lo largo de los siglos XIX y XX este modelo político-territorial se extendió por todo el mundo. El sentido de unidad territorial pasó a desarrollarse bajo un sentimiento patriótico, configurado desde los grupos de poder.

El orden del discurso sustentado en el derecho, la geografía y la historia configuraron medios de internalización de la identificación del sujeto individual como un sujeto colectivo, que devino en un sujeto nacional. Adjetivado con relación al nombre del país, el sujeto se definió en términos de una historia común internalizada por los valores patrios y por una retórica de gesta heroica en su dimensión temporal. En su dimensión espacial definió su status en la condición de habitar, de ser en cuanto estar en un territorio que le brinda cierta seguridad y en la condición de propiedad.

En el marco jurídico se establecieron las condiciones de la integración del sujeto en una comunidad nacional, básicamente a través del derecho a ser ciudadano y poseer una nacionalidad a través de principios jurídicos: el jus solis y el jus sanguinis. El primero vinculó al cuerpo con el lugar; nacer conlleva una nacionalidad. El segundo, el jus sanguini, supone el reconocimiento del sujeto a partir del origen del vínculo de sangre y lugar de su núcleo familiar. Estos criterios de pertenencia a la nación implican prácticas de inclusión/exclusión, legitimadas por dispositivos jurídicos. A ello se agrega el principio de naturalización, la adopción de nacionalidad y los permisos de permanencia o residencia, que suelen estar vinculados al valor de la persona en términos económicos o laborales, a su permanencia en el país por un tiempo considerable o por motivos de reunificación familiar.

La noción de pueblo, que posee múltiples significados,17 presentaba en su heterogeneidad un reto al proyecto instituyente del imaginario de la nación. El problema de lo diverso se resolvió en el concepto de ciudadanos autónomos, pero sujetos a un marco jurídico de deberes y derechos que establecía las condiciones de realización política. El ciudadano encarnaba el sujeto ideal de la modernidad, pero no era un producto dado como suponía la versión oficial de la historia nacional, era también, si se asume la condición de historicidad y de geograficidad, el producto histórico de construcción de un imaginario nacional y de integración de habitantes en territorios que respondían a ideas políticas de unidad, autonomía, independencia y soberanía, bases de la idea de nación con sujetos que se fueron agregando de formas paulatinas o conflictivas a la comunidad imaginada.18

Los aires de libertad, igualdad y fraternidad se diseminaron por el mundo no sin oposición; sin embargo, en el marco de la modernidad se establecieron las bases de la paradoja que nos ocupa: en términos humanos, la plenitud de los derechos aplica al ciudadano, pero no todos los son en atención al Estado-nación; el extranjero los tiene limitados.

Los sujetos no siempre se pensaron como sujetos nacionales: venían antecedidos por otras formas como las coloniales, imperiales y regionales, que antecedieron en muchos casos a las naciones mismas. Pese a la pretensión de dar forma homogénea a todo el conjunto nacional, las tradiciones que lo sostienen son seguramente esfuerzos también imaginativos de darle consistencia a la historia, la representación y de las narrativas que le dan forma, pero las tradiciones fueron también en su momento procesos de producción que se inscribían en el campo de los imaginarios como procesos instituyentes, necesarios para dar coherencia, dentro del paradigma clásico de la nación, a la comunidad imaginada.

En el caso mexicano es interesante observar el pasado de la nación en el momento de su ruptura con el nexo colonial. De las 24 indicaciones del Plan de Iguala de 1821, dos puntos hablan expresamente del ciudadano: “12.- Todos los habitantes de la Nueva España, sin distinción alguna de europeos, africanos, ni indios, son ciudadanos de esta monarquía con opción a todo empleo, según su mérito y virtudes. Y el siguiente lo asocia en jerarquía en torno a la propiedad: “13.- Las personas de todo ciudadano y sus propiedades, serán respetadas y protegidas por el gobierno”.19

El gesto retórico de reconocimiento de Iturbide generaba una marca, un archivo primario de los sujetos nacionales que en los juegos de poderes del devenir de la nación serían subalternados posteriormente bajo pretensiones de homogeneidad. El reconocimiento no pasaba de ser una ilusión temporal tal vez motivada por la situación de emancipación frente al imperio español.

En términos territoriales, los límites de México cuando se declaró la Independencia (en un proceso que tradicionalmente va de 1810/1813 a 1821/1824) eran otros y su estructura actual fue el resultado de pactos entre ciudades-región, pero también de secesiones y guerras de despojo. En estos procesos quedaron sumergidas o destruidas otras naciones y en sucesivas migraciones llegaron otros pueblos, que en la interculturalidad también aportaron a la nación.

Cuando desde el presente se habla de nación multicultural o de los migrantes y los extranjeros, la pregunta planteada en torno a ¿quién tiene derecho a la nación? moviliza la revisión de los pliegues históricos bajo los que subyacen los conflictos, su resolución y el olvido. También supone pensar un modelo de gestión de la diversidad que implica tanto el reconocimiento cultural como la definición de esquemas de integración en los marcos jurídicos liberales o republicanos, junto a la capacidad autonómica del individuo y las comunidades, que superan interculturalmente las amenazas de ghettificación o de aislamiento en marcos normativos justos y de dignidad humana.20

En las reformas constitucionales de 2001 y 2006 se incluyeron importantes enfoques que ampliaron la noción del derecho y del sujeto nacional surgida en la Constitución de 1917; así, en el Artículo 1 de 2001 y de 2006 se expresaba taxativamente el espíritu legislador de la dignidad humana, ya que se prohibía “…toda discriminación motivada por origen étnico o nacional [etc.]”.21 Pero es en el reconocimiento de la diversidad cultural donde se expresa un notorio avance: el Artículo 2 de 2001 señala: “La Nación Mexicana es única e indivisible. La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas”.

A pesar del justo reconocimiento de las naciones indígenas, el giro no incluyó a otras colectividades de forma clara, lo que redujo a la nación a un basamento indígena originario. En tal sentido se abre una fisura dentro del imaginario tradicional de la nación, que contiene en sí mismo el metarrelato de la nación de origen remoto, pero no considera las sucesivas integraciones de otras culturas y etnias, ocurridas más allá de la Colonia y que han sido producto de oleadas de inmigrantes.

Al prohibir todo tipo de discriminación étnica y nacional, como se observa en el Artículo 1 de 2001, se reconoce a los otros, al menos en el papel. La articulación entre el concepto de nación homogénea e indivisible con la pluralidad cultural conlleva el reconocimiento de la diferencia y de la necesidad de respeto. Es una nueva concepción del Estado-nación que admite la existencia —aunque no lo diga explícitamente— de otras naciones dentro de la nación. En este orden México se adhiere a un movimiento que clama por el reconocimiento de las diversidades culturales que integran las naciones, favoreciendo con ello un marco de condiciones para el reconocimiento de esos otros Méxicos, en los cuales también deberían estar presentes los nuevos flujos de población que implican no sólo retos y problemas de multiculturalismo, sino también de interculturalismo.

En el contexto actual la estructura histórica del Estado-nación tradicional ha entrado en una nueva crisis por diversas causas: a) el avance de las tecnologías y las ciberculturas que disuelven en gran parte las estructuras de relación comunitarias tradicionales y los imaginarios de la nación vinculada a un Estado monolítico; b) la aceleración de un capitalismo transnacional y deslocalizado cada vez más salvaje que produce expulsiones según muestra Sassen22 y frente a él, en el seno del propio capitalismo, la emergencia paradójica de discursos que apelando a la nación hablan de una recuperación de su lugar en términos de grandeza y exclusión basada en la tesis de sujetos investidos de “denominación de origen”; c) las asimetrías de poder cuyas tensiones entre ciudadanos y gobernantes provocan olas migratorias cuyos impactos geopolíticos presionan las fronteras y fracturan en la huida los propios imaginarios nacionales de base produciendo sujetos migrantes, exiliados, desarraigados y asilados; d) la tensión de los imaginarios territoriales que suponen una confrontación entre los que ya están y los que llegan, es decir, entre los tradicionales sujetos nacionales y los sujetos migrantes: la oposición entre el sujeto en perspectiva territorial del sedentario y el sujeto en la perspectiva del nómade temporal que busca un lugar para vivir; y e) el impacto del giro migratorio en los espacios paratáctico y liminar en los que la relación espacio-territorial de la nación se ha asentado. En tal sentido, como señala Ángelo Turco, el espacio paratáctico impone un orden y tiene que ver con cosificaciones, mientras que el liminar convoca estratos de realidad multívocos de los lugares y de las formas en que la gente siente el problema de su condición de habitar.23

La tensión entre estos espacios se hace visible cuando el binomio territorio/pueblo se siente amenazado por la llegada de otros grupos. Ciertamente se está en presencia de temores muchas veces activados desde el dispositivo de exclusión que impone el imaginario nacionalista. Entran en conflicto el derecho soberano con el derecho internacional o supranacional que apela a la onda larga de la Declaración universal de los derechos humanos y la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, con sus ampliaciones en las convenciones de refugiados y apátridas y en la propia Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes de 2016 emitida por la Asamblea General de Naciones Unidas, en donde se reconoce el valor positivo de los flujos migratorios y de refugiados en marcos de derechos más incluyentes.

No obstante, la condición del derecho a la nación sigue dentro de un marco pendiente de la idea que Gellner había lanzado: “Un hombre sin nación no admite un encuadramiento en las categorías reconocidas y mueve a rechazo”.24 Se le niega en consecuencia de forma expresa su identidad concreta que vincula al derecho de habitar, esto es, a la justicia espacial y en el plano de la fuerza del imaginario a una nacionalidad que liga a su cultura. En este punto los modelos emergentes de reconocimiento étnico y cultural suponen un cuestionamiento al gran relato nacional. Tales modelos no eliminan la entidad nación, sino, como suponían los pensadores anarquistas,25 propone un desplazamiento de la concepción política del Estado- nación como concentración de poder absoluto y unívoco por el de una perspectiva cosmopolita e internacionalista que se enriquece con la visión intercultural de los sujetos, etnias y nacionalidades que integran de forma concreta la nación cuyo horizonte es el federalismo internacional del cual la ONU o la OEA son ejemplo.

La incorporación de nuevas voces irrita a la nación homogénea obligando al reconocimiento de esas minorías en el concepto de una emergente o a una borrosa comunidad imaginada. En otras ocasiones supone la emergencia de nuevas naciones o bolsones de autonomía ante la imposibilidad de negociar un nuevo pacto nacional, como es el caso de Siria y la República de Rojava o la emergencia de nuevas configuraciones, como los caracoles en Chiapas o la propia Comunidad Europea. A estas nuevas fragmentaciones geográficas que dan origen a otras naciones, o a las flexibilizaciones de la geografía política (amparadas por ejemplo en la libre determinación de los pueblos indígenas dentro de la unidad de la nación que propone la reforma de la Constitución Federal de México en 2001 en su artículo 2), se suman los incipientes asentamientos de inmigrantes (legales o no) en algunas zonas de las grandes ciudades por filiación nacional de origen, es decir, calles de colombianos, edificios de venezolanos o coreanos, fraccionamientos de judíos, barrios de haitianos etc. El pluriculturalismo presiona al Estado-nación, y ese plural no es sino la emergencia de lo que ya estaba sumergido y preterido más la presión de lo que está llegando. De este modo, y desde un enfoque libertario, se observa una irritación y tensión al interior de la concepción del Estado-nación, presionado a su vez por el derecho supranacional.

El temor a la disolución de la nación o el supuesto antinacionalismo de las tesis internacionalistas libertarias admiten una revisión dialógica más acá del prejuicio. En primer lugar, si se confronta la estadística de los solicitantes de asilo en México entre 2013 y 2019 suman 143 mil, contrastado este dato con el total de la población no son sino una “amenaza infundada” a la seguridad de la nación, lo mismo pasa en los Estados Unidos o en Europa: los porcentajes de solicitantes no son significativos en el contexto demográfico nacional. Su rechazo obedece más a los obstáculos que impone el imaginario instituido, la xenofobia y su transformación en discursos de demagogia nacionalista y conversión del diferente y de la otra cultura en enemigo.





El giro migratorio actual en México y las signaturas del migrante y el refugiado

En el contexto de una tensión entre el derecho y la negación violenta del derecho, las personas en movilidad se caracterizan como migrante, refugiado, asilado, exiliado o apátrida. La Ley de Migración de 2011, con su reforma de 2020, establece una serie de distinciones de la situación migratoria en el artículo 3, es decir, de todo aquel que no posea calidad de mexicano de acuerdo al Artículo 30 de la Constitución. En tal sentido, se distinguen: “Asilado: todo extranjero que sea reconocido como tal en los términos de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político. Apátrida: toda persona que no sea considerada como nacional por ningún Estado, conforme a su legislación. La ley concederá igual trato a las personas que tienen una nacionalidad pero que no es efectiva. […] Migrante: al individuo que sale, transita o llega al territorio de un Estado distinto al de su residencia por cualquier tipo de motivación. […] Refugiado: todo extranjero que se encuentre en territorio nacional y que sea reconocido como refugiado por parte de las autoridades competentes, conforme a los tratados y convenios internacionales de que es parte el Estado Mexicano y a la legislación vigente”.26

Las signaturas del extraño,27 del que llega a un sitio y es percibido como el diferente, también operan desde la documentación: el pasaporte, la cédula de identidad y la forma migratoria; o desde el plano del cuerpo. Los estereotipos raciales fuertemente arraigados en los imaginarios racistas y xenófobos funcionan como signo de rechazo o exclusión. Bajo éstas subsisten otras, que apelan a lo despectivo e inclusive a la asignación de un lugar en el espacio de tipo marginal.

Todas estas signaturas subterráneas marcan la negatividad de la identidad; nombran al extranjero, y en consecuencia al migrante y al refugiado, al que lleva la condición del otro; están moderadas por dispositivos jurídicos, por reglas, normas y leyes. También vienen acompañadas por un conjunto de derechos que limitan la condición del sujeto en movimiento que llega a un territorio receptor.

Junto a las imágenes fotográficas conmovedoras de los desplazamientos actuales, y los testimonios dramáticos de los migrantes que hacen visible el conflicto, se colocan las estadísticas. Según la Organización de Naciones Unidas el dato aproximado de gente en movimiento por diversas razones era de 70, 8 millones, pero no se detenía allí, sino que distinguía un aproximado de 30 millones de refugiados y de ellos, 10 millones de apátridas.

El mundo está siendo testigo del mayor número de desplazamientos de los que se tienen constancia. Una cantidad sin precedentes de 70,8 millones de personas en todo el mundo se han visto obligadas a abandonar sus hogares a causa del conflicto y la persecución a finales de 2018. Entre ellas, hay casi 30 millones de refugiados, de los cuales más de la mitad son menores de 18 años. Además, hay 10 millones de personas apátridas a las que se les ha negado una nacionalidad y el acceso a derechos fundamentales, como la educación, sanidad, empleo y libertad de circulación.28

El movimiento masivo de personas visualiza al migrante y al refugiado considerándolos como sujetos envueltos en el drama geográfico de la desposesión y la pérdida del lugar, y la travesía hacia alguna parte a la cual volver y reinventarse territorialmente. Las relaciones interculturales que la situación del movimiento humano suscita no puede obviar esta condición interespacial del desplazado. En conjunto, se puede mirar el fenómeno desde otra perspectiva y revisar el concepto de nación/patria así como cuestionar al nacionalismo deformante como forma de organización político-territorial cuya marca implícita en el plano del imaginario social es la exclusión o su reverso, una inclusión cuya historia no sólo permite observar los mecanismos sutiles de las tecnologías del poder, sino también revisar los procesos que invisibilizan a los otros sujetos nacionales o los someten a una ortopedia psíquica del olvido. Se enfrentan entonces las pretensiones de homogeneización con las heterologías que subyacen a la nación y las nuevas que arriban en el movimiento migratorio.

En el contexto actual, la situación migratoria en la segunda década del siglo XXI es muestra de grandes oleadas; unas afectan al continente europeo con movimientos provenientes de África y de la costa Sirio-Palestina. Éstas han convertido al mar Mediterráneo en una gran fosa común, según se percibe en estas geografías del horror, acompañadas de emergentes discursos populistas de derecha que definen parte de su acción política atacando al migrante. Otra oleada migratoria se sitúa en América y tiene como protagonistas a México, las Caravanas migrantes centroamericanas, del Caribe y África, y el éxodo de millones de habitantes de Venezuela cuyas direcciones no sólo van hacia el norte sino al cono sur, es decir, lugares en donde el binomio entre relativa estabilidad política y económica los hace atractivos y, sin embargo, su aumento progresivo causa preocupaciones nacionales y geopolíticas en los países receptores.

Con estas migraciones masivas reaparece nuevamente el tema de la consideración de los movimientos humanos a la luz del derecho conectando con el pasado. En 1956, el mundo vivía una crisis de refugiados ocasionada por la Segunda Guerra Mundial. Hoy las causas son múltiples, van desde las razones económicas a las políticas y religiosas, como veremos más adelante; el número de desplazados y con ello el número de solicitantes de asilo ha aumentado.

En 2008 se publicó Migración sin fronteras. Ensayos sobre la libre circulación de las personas, coordinado por Pécoud y de Guchteneire. En él, Pierre Sané, director general adjunto de Ciencias Sociales y Humanas de la UNESCO llamó la atención sobre el tema al preguntarse si “¿No es natural dar a las personas igualdad de derechos para circular con más libertad en un mundo globalizado?”.29 Sané, además de reclamar una utopía posible en términos de imaginación y de razón, se apoyaba en la Declaración universal de los derechos humanos sobre el derecho a circular.


La migración internacional es uno de los principales desafíos morales y políticos de nuestro tiempo. En todo el mundo las personas afirman su derecho a migrar cuando tratan de cruzar las fronteras clandestinamente. Esto tiene un precio que no puede ignorarse, desde la muerte de migrantes indocumentados hasta el aumento del contrabando de seres humanos y la vulnerabilidad social de los que viven irregularmente en los países receptores. Otra consecuencia es el aumento de la vigilancia policial de las fronteras, la construcción de muros y vallas cada vez más altos, y la aplicación de severas restricciones a los viajes, los estudios en el extranjero e incluso el turismo.30


En términos de relación con el derecho, resulta pertinente hablar de justicia espacial.31 Los migrantes y refugiados, condición que engloba a profesionales o gentes que huyen por causas como las guerras o situaciones de opresión y violencia generalizada, suponen una presión territorial en los países de arribo no sólo en relación con los lugares que ocupan, sino también en facetas como el trabajo, a veces otorgado a cambio del despojo de derechos laborales. En conjunto, los sujetos de la migración son vulnerables. En tal orden coincidimos con Varela Huerta. El reclamo es de justicia, de amparo. “…lo que las luchas migrantes disputan al Estado es el reconocimiento o la existencia jurídica y con ella los recursos en términos de accesibilidad a los derechos fundamentales…”.32

Dentro de esos derechos está no solo el de circular y estar, sino también uno conexo con los imaginarios sociales y los principios jurídicos, con las múltiples declaraciones internacionales de derecho, con una condición de respeto a la persona y a sus valores culturales, pues de lo contrario, y dada su situación de vulnerabilidad con una identidad “desaparecida”, podría devenir en apátrida. En atención a esta pérdida de la nación y de la nacionalidad por situaciones de fuerza, surgió el Estatuto de los Apátridas que, en el artículo 1 de la Convención, definía esta condición producto de los miles de desplazados de la Segunda Guerra Mundial o de aquellos que habían perdido la nacionalidad por decisiones unilaterales de los regímenes autoritarios: “el término ‘apátrida’ designará a toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación”.33 La condición de no nacional del migrante, del apátrida, pasó a ser protegida. Esta convención aumentó los derechos en situaciones de vulnerabilidad y precariedad que ya había amparado la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. Entre otros aspectos el refugiado era aquella persona que por “[fundados temores] de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país”.34 En 2011 México recogió estos avances en la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político definiendo tal condición en varios aspectos, entre ellos:


(Artículo 13) II. Que ha huido de su país de origen, porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público, y


III. Que debido a circunstancias que hayan surgido en su país de origen o como resultado de actividades realizadas, durante su estancia en territorio nacional, tenga fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, religión, nacionalidad, género, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, o su vida, seguridad o libertad pudieran ser amenazadas por violencia generalizada […].35


La ley de Migración de 2011 y la reforma de 2019 suavizaron la signatura en función de la estancia. El refugiado, el asilado, se consideraban dentro del conjunto de “Visitantes por razones humanitarias”.36 En la actualidad, la condición del que no tiene papeles que lo acrediten como persona con derechos o quien arbitrariamente se le niega el derecho, el ilegal criminalizado y no comprendido en su situación, el indocumentado, ha transformado los espacios por los que transita o en los que permanece, mostrando tensiones entre el derecho supranacional y las situaciones concretas del migrante o el refugiado. En el caso de la República mexicana confluyen diversos factores que muestran la dualidad de país receptor y expulsor. Por un lado, el país es presionado en su frontera sur y en los espacios de los aeropuertos por migrantes que buscan transitar hacia Estados Unidos o quedarse en México, solicitando la condición especial de refugio. Por otro, de cara al norte, es un país expulsor de migrantes. El dato más reciente de migrantes mexicanos en el mundo, el suministrado por el Instituto de los Mexicanos en el Exterior de la Secretaría de Relaciones Exteriores, para 2017, era de aproximadamente 11,848,537, de los cuales un 97.23% es residente en EUA.37

México, por ejemplo, se ha convertido en geografía de tránsito entre Centroamérica y Estados Unidos. No obstante, pese a la relativa seguridad que le brindan las casas migrantes y los albergues, este espacio entre dos naciones, espacio de pasaje, supone un ámbito de riesgo para los que tienen una situación irregular. Los migrantes se encuentran en una geografía del temor expuestos a agresiones, robos, extorsiones, desapariciones y secuestros que los violentan física y psicológicamente, como lo han hecho ver la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ONG’s, investigadores y periodistas. Por otro lado, el migrante que por diversas razones decide quedarse se encuentra en tal situación de precariedad que termina ocupando los espacios periféricos y marginales y es sometido a explotación de su fuerza de trabajo y de su cuerpo, y de segregación, como se observa tanto en México como en los Estados Unidos.

Ejemplo del horror y de las condiciones que enfrentan los migrantes es la matanza en la Hacienda El Huizachal, en San Fernando Tamaulipas, el 24 de agosto de 2010 y más recientemente la de Camargo, en el mismo estado, el 22 enero de 2021, a manos de grupos delincuenciales y de trata de seres humanos; así como las fosas comunes que periódicamente son denunciadas. Nueve años después de los sucesos del Huizachal, el testimonio de una mujer activista revela la percepción de un drama que deja en evidencia a la (in) justicia: “No podemos desaparecer de aquí sin más. Queremos encontrar un lugar donde la vida crezca. Queremos caminar porque queremos vivir y queremos vivir con dignidad. Queremos un lugar seguro al cual llamar hogar”.38

El testimonio resume la dimensión espacial del problema. Se suma además a lo expresado por el representante de la ONU-DH México, Guillermo Fernández-Maldonado, en atención a la vulnerabilidad de los migrantes: “la falta de alternativas para una migración realmente segura, ordenada y regular orilla a las personas migrantes a recurrir a traficantes de personas o a rutas peligrosas”.39

La posibilidad de habitar para el migrante y el refugiado emerge como un derecho a ser y estar en un lugar, a re territorializar la existencia en otra geografía. El Estado-nación tradicional enfrenta no solamente su situación interna con sus habitantes marginados en muchos casos, sino también con estas oleadas que se quedan y se encuentran en condiciones de precariedad. Aquí el derecho se confronta con la realidad inmanente de la vida y con los fundamentos prejurídicos de todo derecho, entre ellos los de estar y habitar, que formarían parte del requerimiento de justicia espacial.

La gestión del presidente López Obrador, en México, ha estado marcada en su inicio por una crisis humanitaria y política derivada de un incremento y visibilización tanto de los flujos demográficos que desde la frontera sur de México buscan transitar a través de caravanas migrantes para llegar a Estados Unidos, como de los desembarcados por vía aérea, entre ellos los venezolanos, que huyendo de una de las crisis nacionales más graves de América (según la Plataforma de Coordinación para Refugiados y Migrantes de Venezuela asociada a ACNUR, en la última actualización de abril de 2020, de un total de 5,093,987, un total de 896,30340 solicitaron en México calidad de refugiado, de migrante legal o de estancias temporales para el periodo que va de 2017 a marzo de 2020. Venezuela lidera el top de reconocidos como refugiados en México.41

Pero es el fenómeno de la caravana migrante el que ocupa un lugar mediático importante. Focos de irritación se dan en los pasos fronterizos sur y norte. Pero es en el norte, en la frontera con EUA, en donde el pathos del imaginario del migrante es desafiado. El muro se percibe como campo de detención, como separación y contención del flujo migrante, es un dispositivo de control y rechazo del nomadismo transgresor. Como antecedente a éste, ya se había iniciado una política de construcción de vallas o muros fronterizos en puntos clave de paso entre México y Estados Unidos, sobre todo en zonas de población colindante, pero la retórica de Trump causó una nueva angustia fronteriza y le dio un nuevo impulso al muro como emblema.42 Las presiones políticas de la administración Trump y la propia situación interna se hacen evidentes en la estadística histórica de la migración y las solicitudes de refugio. Según COMAR,43 1296 personas solicitaron refugio, pero es entre 2017, 2018 y 2019 cuando la proyección aumenta, pasando sucesivamente de 14, 619 a 29,630 hasta llegar a 70,609; en el trimestre enero-marzo de 2020 el número iba en 17, 202. Estas cifras hablan del impacto y de los retos que se le plantean a la administración de López Obrador, pues si bien en su periodo hasta el momento se contabilizan 117,441 solicitudes, esta cifra se contrasta con las deportaciones, que muestran un doble drama. Según el Instituto Nacional de Migración, 207 mil 741 mexicanos fueron repatriados a nuestro país desde Estados Unidos y Canadá. Y en ese periodo fueron deportados a Guatemala, Honduras y El Salvador 118.000 ciudadanos extranjeros.44

OEBPS/Images/Falsa.jpg
M'E)(Il}ll EXPULSOR,
MEXICO RECEPTOR

La wmigracién ew el imaginario nacional





OEBPS/Images/Portada.jpg
M’E)(Iﬂll EXPULSOR,
MEXICO RECEPTOR

La migractomen el imaginario nactonal

Mauricio Pilatowsky Braverman
Coordinader





OEBPS/Images/Portadilla.jpg
MEXICO EXPULSOR,
MEXICO RECEPTOR

La wigracién ew el imaginario nacional

Mauricio Pilatowsky Braverman
Coordinador





OEBPS/Images/logo_unam.png
(S WO WO 7 i






